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La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que 
no se puede nombrar a la ligera el intérprete al que tienen derecho los 
indígenas cuando sean parte de un juicio. 
 
 
A propuesta del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en sesión del 28 de mayo del año 
en curso la Primera Sala estableció que con la intención de acabar con la discriminación y 
la situación de vulnerabilidad histórica que han sufrido los pueblos indígenas de México, el 
constituyente incluyó en la Constitución el derecho de los indígenas a ser asistidos por 
intérpretes que conozcan su lengua y cultura. 
 
También se dijo que el objetivo medular de ese derecho es superar el problema lingüístico 
que padecen las personas indígenas vinculadas a un proceso penal. Esto es así, porque el 
proceso penal se desarrolla en español, por lo que los indígenas muchas veces no podían si 
quiera conocer las razones por las cuales se les acusaba de un delito. 
 
Por esa razón, la propuesta del Ministro Zaldívar sostuvo que no se puede nombrar a la 
ligera a un intérprete, sino que es necesario que las autoridades garanticen que los 
inculpados serán asistidos por un intérprete que conoce su idioma y su cultura.  
 
En consecuencia, se estimó que es inconstitucional que los juzgadores nombren traductores 
prácticos sin que previamente agoten las vías institucionales para obtener el auxilio de un 
intérprete profesional. Así, contrario a lo que había sostenido el Tribunal Colegiado que 
negó el amparo al indígena Mixe, la Primera Sala remarcó que el derecho de los indígenas 
a ser asistidos por un intérprete, sólo se ve satisfecho cuando la autoridad judicial o 
ministerial cumpla con lo siguiente: 
 

1) Primero debe requerir a las instituciones, ya sean estatales o federales, que 
asignen un intérprete profesional certificado.  

2) En caso de que se haya intentado por todos los medios encontrar un perito 
profesional, pero ninguna institución resuelva favorablemente su solicitud, 
podrá nombrar a un perito práctico que esté respaldado por la comunidad o que 
tenga algún tipo de certificado institucional. 

3) Si se demuestra que no se pudo obtener algún intérprete práctico, se puede 
nombrar a un perito del que se tenga elementos para determinar que conoce el 
idioma y la cultura del indígena procesado, ya sea porque pertenece a la misma 
comunidad o tiene relación con dicha cultura e idioma. En estos casos es 
fundamental que la autoridad tenga certeza absoluta de que el intérprete 
además habla perfectamente español.  
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En sesión de 14 de mayo del año en curso, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN) resolvió la contradicción de tesis 
430/2013, a propuesta del Ministro José Ramón Cossío Díaz, cuyo tema se 
refiere a la admisión de la prueba pericial en genética.  
 
 
Al resolverla determinó que, teniendo en cuenta que la acción de investigación de 
paternidad constituye una de las vías para hacer valer el derecho humano de los menores a 
la identidad, el cual es de indudable rango constitucional, se tiene entonces que cuando en 
un juicio se ejerce esta acción en representación del menor, no es obstáculo para la 
admisión de la prueba pericial en genética que en el acta de nacimiento del niño o niña obre 
el registro de un padre legal.  
 
La contradicción de criterios se dio entre dos tribunales colegiados en relación a si en un 
juicio de investigación de paternidad promovido en representación de un menor, 
¿constituye un obstáculo para la admisión de la prueba pericial en genética la circunstancia 
de que en el acta de nacimiento del niño o la niña obre el registro de un padre legal?  
 
Al determinar lo anterior, la Primera Sala expuso que ello es así, ya que si lo que se 
pretende evitar es la acumulación de estados de familia incompatibles entre sí, la mera 
admisión de la prueba pericial en genética no variará por sí sola el estado filiatorio del 
menor, por lo que el impedimento no resulta idóneo para lograr dicho fin.  
 
En este sentido, se expresó que de admitirse la prueba pericial en materia genética, 
desahogarse y confirmarse el nexo genético entre el menor y el demandado, se acreditará 
que existe efectivamente una filiación biológica entre ellos, sin embargo, ello no significa, 
necesariamente, que se modifique la filiación jurídica del niño o niña, pues ello dependerá, 
en su caso, de otros factores, como son la integración de la Litis, el resto del caudal 
probatorio aportado al juicio, y de forma preeminente, el interés superior del menor.  
 
Factores que, subrayaron los ministros, deberán ser valorados por el juez atendiendo a las 
circunstancias específicas del asunto al momento de dictar la sentencia definitiva. Concluir 
lo contario respecto a la prueba pericial en materia de genética en el juicio de investigación 
de paternidad, afectaría de manera desmedida el derecho a probar del actor al prohibir la 
admisión del medio de convicción que resulta idóneo para acreditar su pretensión y haría 
nugatorio el derecho a la identidad de los infantes.  
 
 
 


